XIX. NOTIFICACIÓN DE LA DEMANDA ANTE EL CIADI

1. DEMANDA DE AZURIX

Por Ley 24.124 el Congreso de la República Argentina ratificó el Convenio de “Promoción y protección recíproca de inversiones” con los EEUU, que había suscripto el 14 de noviembre de 1991 en Washington.

Sin autorización para la transferencia de acciones y en un hecho sin precedentes, en fraude de acreedores Enron, transfirió las acciones  una subsidiaria. Recordemos que había quebrado en EEUU y dejado una enorme cantidad de acreedores, jubilados, sin cumplir con las obligaciones. Tan es así que el Presidente de la Enron fue condenado por fraude y hoy cumple dos condenas en su país.

 a. El Presidente y Gerente de Azurix, una sociedad constituida según las leyes del Estado de Delaware denuncia que existe “controversia en una inversión en la República Argentina”. 

Sostiene que es titular en forma directa o indirecta de una inversión de acuerdo al Tratado de Promoción y Protección Recíproca de Inversiones. Es titular de acciones y aportes de capital de Obras Sanitarias Mendoza S.A. y de acuerdo al contrato de concesión se dedica al servicio de potable y desagües cloacales desde el 22 de diciembre de 1998.

La titularidad de las acciones proviene de haber adquirido la participación Enron Capital Trade&Resourses Argentina S.A. con una participación del 32.08 % del Consorcio adjudicatario de OSM. S.A.

Que la transferencia de acciones se produjo en el año 1998, siendo la inversión realizada por Azurix de U$S 71.220.440 con aportes adicionales por U$S 1.361.203, total U$S 72.581.723. ( La misma no cuenta con autorización provincial, y la parte vendedora se encuentra en liquidación habiendo causado enormes daños por adulteración de balances que terminaron en un escándalo societario con compromiso de una de las auditoras más importantes del mundo) 

B. Denuncia que la provincia ha tomado medidas que violan el tratado de inversiones y “restringen indebidamente los beneficios”. 

Las imputaciones a la Provincia calificadas como medidas consistentes en acciones u omisiones son
:

a. Incumple obligaciones del Contrato de Concesión.

b. Se aparta del marco regulatorio.

c. Constituyen actos arbitrarios, que pueden resumirse de la siguiente manera: 

c-1 falta de pago de subsidios de carenciados y jubilados. Según los contratos celebrados el 29 de noviembre de 1999 y el 21 de diciembre de 2.000.

c-2 incumplimiento a las revisiones ordinarias quinquenales de tarifa ( art. 25 de la Ley 6044).

c-3 incumplimiento de la revisión tarifaria originada por impuestos federales y nacionales.

c-4 incumplimiento de la revisión tarifaria por alteración de costos y alteración de la paridad cambiaria.

c-5 incumplimiento del acuerdo firmado el 21 de diciembre de 2.000 ( carenciados y jubilados ) que habilitan actualizar la base de clientes del servicio no medido, de acuerdo a los registros catastrales.

c-6 denuncia otras acciones u omisiones, como: 

Aceptar el suministro de  caudalímetros por parte de terceros. 

Reducción del 62% de los montos facturados a clientes no conectados.

Obligación de refacturar los consumos en caso de fallas del medidor con descuentos no contemplados en el anexo tarifario.

Imponer reintegros bajo el sistema no medido en caso de ajustes decrecientes de valores catastrales.

Hacer asumir responsabilidades por la provisión de agua potable en zonas (áreas) donde solo se presta desagües cloacales.

Interpretar el plan de inversiones como compromiso vinculante cuando el contrato de concesión le da carácter referencial.

d. Suspensión unilateral, interferencia regulatoria indebida por la Ley 6976. Denuncian como incumplimiento el problema ocasionado por la emergencia dictada por el gobierno nacional en enero de 2002, con adhesión de la provincia, que impidió la suba de tarifas autorizando la renegociación de los contratos.

d-1 El Comité de Renegociación que no ha logrado avances sustanciales.

d.2 El Decreto Nº 89/ 03 ha establecido un plazo adicional de renegociación  de 180 días más.

Acusa la ruptura de la posición financiera, de la inversión  y señala que el 15 de diciembre solicitó al Gobernador las medidas para garantizar la viabilidad revocando los actos administrativos y pidiendo la observancia íntegra del contrato.

En realidad todas las acusaciones  esconden un vicio en el juicio lógico. Se llaman falacias. Hay falacias de conclusión inatinente, obteniendo conclusiones que nada tienen que ver con el argumento que se utiliza. Hay otras falacias no formales pues se apela a argumentos oficiales. Se trata de la jactancia de los funcionarios aplicada por algún político local pensando simplemente, idolatrando al poder o se fascinan o deliran al hacerlo.. En realidad la falacia es un razonamiento silogístico inválido que lleva a la inexistencia del acto. Igual calificativo debe hacerse a los concesionarios.

2. Contestación

A. Transferencia accionaria

Se ha obviado la autorización provincial para transferir las acciones.

Esto tiene consecuencias graves. La rescisión del Contrato podrá ser adoptada unilateralmente por el Concedente con fundamento en las siguientes causas: Modificación de los estatutos del Concesionario sin autorización previa del Concedente.

Una de ellas es sobre la oponibilidad de la transferencia atento la situación de Enron y la otra la necesaria aceptación provincial para evitar que las acciones terminen en manos de personas no deseadas.

La necesidad de contar con autorización de la provincia para realizar la transferencia accionaria y también respecto al tratado de protección de inversiones.

La legitimación activa deberá estar controlada por dos razones:

a. porque las acciones pertenecían a un consorcio que estaba formado por Enron Capital Trade & Resources Argentina S.A. que como es de dominio público ha quebrado dolosamente en los EEUU.

De aplicarse la Ley de Concursos y Quiebras, 24.522 y sus modificatorias el acto sería nulo por contravenir las disposiciones de los arts. 118 y ss.

Azurix ni Enron han respetado las disposiciones referidas a la transferencia de acciones.

b. Habrá que consultar a la autoridad del Mercado de Valores de New York para determinar si dicha transferencia no ha sido realizada en el período de sospecha.

b. Rechazo de los argumentos

Incumple obligaciones del Contrato de Concesión.

Se aparta del marco regulatorio.

El concesionario a poco de asumir había desconocido el contrato aduciendo que no lo había firmado. Desconoció los planos de las superficies servidas, la autoridad y el poder de policía del Epas, etc.

Los hechos  calificados como incumplimientos son impropios: 

a  falta de pago de subsidios de carenciados y jubilados.

Estos montos fueron compensados por la provincia por cifras cercanas a los 35.000.000  y no pudieron ser determinados nunca en forma fehaciente, pues la empresa se negaba a informar. Se hizo por compasión con los índices de pobreza de otros ministerios

b. revisiones ordinarias quinquenales de tarifa; revisión tarifaria originada por impuestos federal y nacional; revisión tarifaria por alteración de costos y alteración de la paridad cambiaria.

El contrato era de riesgo, y en plena estabilidad antes de cumplir los cinco años desde la toma de posesión, ya había solicita revisiones extroaridinarias con índices de productos extranjeros que no tenía que ver con la prestación y la ecuación de costos. Convinieron una tarifa que aseguraba la rentabilidad, la actualización monetaria y consiguieron una disminución de casi siete punto del canon (sobre ingresos operativos) pues pagarían el  3,85% sobre los ingresos operativos hasta el año 2023, les aseguraban una Tasa de rentabilidad razonable: 6  % anual los efectos de determinar la variación del costo de cada insumo en particular, se obligaba a la provincia a  como base la actualización de los índices correspondientes al mes de julio de 2006 y los del mes inmediato anterior a la fecha en que la/s partes invoquen la variación de costos. 

El operador no puede pretender el volumen de ganancia que obtiene una actividad privada sujeta a las reglas del mercado pues le ha sido otorgada una concesión con carácter monopólica.  Además le cambiario el sistema tarifario del -Price-cap y retail price index ( precio morigerado).
La tarifa se calcula sumando precios a los que se aplica luego un factor de corrección basado en el índice de precios minoristas; debiendo agregarse que en los mercados monopólicos se permite generar una competencia indirecta, que posibilita se genere un factor de reducción y metas de calidad, al sistema de -Rate of return ( tasa de retorno)En este sistema se le fija al prestador un límite razonable de ganancia a fin de evitar beneficios indebidos por su posición monopólica y permite recuperar la inversión de acuerdo a una ganancia razonable.

Composición de la tarifa se tienen en cuenta tres factores: los costos de explotación, el capital invertido, su amortización y la tasa de retorno.

El factor de corrección tiene en cuenta el índice de precios por si la economía es inflacionaria permitiendo indexar las tarifas pero también tiene un factor de corrección ( morigerador), que permite rebajar las tarifas teniendo en cuenta que el mercado es monopólico.

Las tarifas iniciales son revisadas quinquenalmente aplicando dos factores el factor de eficiencia y el factor de inversión.

c. incumplimiento del acuerdo firmado el 21 de diciembre de 2.000 (carenciados y jubilados) que habilitan actualizar la base de clientes del servicio no medido, de acuerdo a los registros catastrales.

Esta era la intención de la empresa: Unir el catastro a la tarifa para tener incrementos automáticos de acuerdo a la ley impositiva. Los subsidios fueron compensados y no obstante quedó un crédito por inversiones al año 2007 de más de 48.5 Millones en inversiones, 

 d. otras denuncias otras acciones u omisiones, como: 

1. Aceptar el suministro de  caudalímetros por parte de terceros.

El costo de los medidores provistos por la empresa superaba en un 300% los de igual marca provistos por el mercado local. 

2. Reducción del 62% de los montos facturados a clientes no conectados.

Es un principio elemental del servicio público que se cobra a quien lo consume.

Pretendía generalizar el cobro de tarifas a usuarios que estaban en imposibilidad de realizar la conexión por no existir  las obras necesarias para la prestación.  O.S.M.S.A. se negaba a realizar obras las que debía ser costeadas exclusivamente por los usuarios

3. Obligación de refacturar los consumos en caso de fallas del medidor con descuentos no contemplados en el anexo tarifario.

Los procedimientos de control eran unilaterales, arbitrarios y retroactivos. De ahí que el ente regulador obligara a adecuar las tarifas de consumos

4. Imponer reintegros bajo el sistema no medido en caso de ajustes decrecientes de valores catastrales.

El anexo tarifario había fijado un tasa básica mensual ( art. 32) que tendrá en cuenta la superficie del terreno donde se aplicará una tarifa general mensual por metro cuadrado ( art. 32 inc a y 35 ); se efectuará además una sumatoria de la superficie cubierta por la tarifa general y por el coeficiente E que se aplica en función de la antigüedad, edificación del inmueble y de acuerdo a parámetros fijados en el régimen tarifario. Art. 32 inc a, 35 y 36.

La tarifa mensual correspondiente a cada inmueble se obtendrá multiplicando la tasa básica mensual por el coeficiente zonal Z. 

El coeficiente Z se aplica de acuerdo a la zona de ubicación de los inmuebles y tiene valor determinado. 

Esta ecuación fue modificada. 

Sin embargo los incrementos en la facturación de O.S.M. S.A. fueron concedido por cambio de la ecuación financiera de la tarifa, y obedecía a los siguientes rubros: a- cambio de superficies cubiertas; automáticamente y como consecuencia de las inspecciones realizadas a los usuarios se ha procedido a recategorizar a los mismos; b- por eliminación de correctores que afectan la fórmula tarifaria y c- por el posible cambio de coeficiente Z, por ubicación zonal.

Nunca reconocieron las superficies servidas pues pretendían modificar el coeficiente de ubicación de los inmuebles. Con ello contradecía los principios de  las pautas tarifarias atenderán a objetivos económicos, sociales y ambientales, reflejando costo de operación, mantenimiento, amortización, retribución razonable y administración.

La tarifa tendrá un componente de costos, de operación, mantenimiento, expansión y renovación incluyendo los servicios de la deuda que tal expansión y renovación implican y propenderán al uso racional eficiente del servicio y los recursos involucrados posibilitando un equilibrio entre oferta y demanda. Atenderán a objetivos sanitarios y sociales y podrá permitir que los valores tarifarios de algunos usuarios equilibren el costo de otros usuarios

5. Hacer asumir responsabilidades por la provisión de agua potable en zonas (áreas) donde solo se presta desagües cloacales.

Interpretar el plan de inversiones como compromiso vinculante cuando el contrato de concesión le da carácter referencial.

6. Suspensión unilateral, interferencia regulatoria indebida por la Ley 6976. Denuncian como incumplimiento el problema ocasionado por la emergencia dictada por el gobierno nacional en enero de 2002, con adhesión de la provincia, que impidió la suba de tarifas autorizando la renegociación de los contratos.

El Tratado de Protección de inversiones establece: Emergencia ART. IV Inc 3.El tratado prevé la posibilidad que el contrato se vea afectado por caso fortuito o fuerza mayor (guerra, revolución, etc-.) y también por emergencia. Las pérdidas sufridas por la situación de emergencia le otorgará al Inversor el derecho a: No sufrir un trato menos favorable que los nacionales o sociedades de terceros países. Que las medidas que se adopten sean iguales para todos en relación a las pérdidas.

La provincia ha renegociado en iguales condiciones a los concesionarios privados.

7. El Comité de Renegociación que no ha logrado avances sustanciales.

El rechazo de la primera renegociación es argumento suficiente para desestimar la queja.

8. Acusa la ruptura de la posición financiera, de la inversión  y señala que el 15 de diciembre solicitó al Gobernador las medidas para garantizar la viabilidad revocando los actos administrativos y pidiendo la observancia íntegra del contrato.

Esta es otra falacia de un accionista que no era tal y que ha pretendido un rédito, y una seguridad que no está dentro de las obligaciones provinciales.

2.  DEMANDA DE SAURI

Saur Internacional, el 22 de agosto de 2.002, había solicitado la aplicación del BIT con Francia, Ley 24100, hay entidad de partes, de objetos litigiosos, y podría ocasionarse sentencias contradictorias con lo que configuraría un escándalo jurídico. 
 SAUR (Sociedad de planeamiento urbano y rural) internacional el 5 de julio de 2010 ha notificado demanda contra la R.A. (SAURI)

Dice haber ganado la licitación por la suma de U$S 132.785.121.

a. Objeto de la demanda U$S 143 millones de dólares

1. Señala que la historia de la inversión es la de una sucesión de promesas no cumplidas, de una voluntad deliberada de las autoridades locales de impedir a las partes privadas modernizar el  sistema de distribución de agua y una toma de control por la fuerza hacia el final que condujo a la desposesión total de la inversión realizada.

2. Afirman que realizaron inversiones por 72.4 millones de dólares. Que se dejó sin fuerza financiera alguna a OSM impidiéndole aumentar la tarifas, y las autoridades tomaron el control de la empresa por medio de una intervención, despidiendo al personal jerárquico y asumiendo de hecho la gestión completa. El mismo día de la toma de control se aumentaron las tarifas.

Hubo siempre negativa a revisar las tarifas del contrato.

3. produjo una desactualización del catastro de clientes cuyos datos sirven para base de cálculo para el precio del agua. Recién el 1 de enero de 2001 se autorizó la actualización catastral. Recién en julio de 2006 se reconoció el derecho de actualizar el catastro.

4. Se redujo la facturación de los inmuebles sin conexión a la red, la falta de pago de subsidios compensatorios adeudados por el consumo de usuarios con beneficios sociales, la falta de pago de la facturación de la provincia y otras decisiones incompatibles con el contrato, como la entrega de medidores de aguas, o facturan con modalidades no previstas en el contrato.

5. Se perdió el valor de la inversión por la pesificación al abandonar la paridad y la inflación a partir del año 2002. El bloqueo de las tarifas y la falta de renegociación de los contratos en el plazo previsto. El incumplimiento y negligencia de las autoridades argentinas entre 2002 y 2007 que les llevaron a firmar el convenio de renegociación el 17 de mayo de 2007.

6. Piden la reparación de los perjuicios pidiendo una compensación de 143.9 millones de dólares que representa la pérdida de valor de la inversión y el lucro cesante a título de cánones. Piden la pérdida sufrida (damnum emergens) y el lucro cesante (lucrum cessans).

b. Método de cálculo

Utilizan el método But consistente en estimar lo que hubiera sido el resultado conforme los flujos de fondos de tesorería y los dividendos que hubiera obtenido OSM de no sufrir las medidas críticas del Estado Argentino. Incorporan los efectos de las revisiones tarifarias y la actualización de datos de facturación de clientes con una tasa de capitalización y actualización del 12.1% que equivale  la tasa de oportunidad de capital específico a la actividad de la empresa aumentado con una toma de riesgo específico de la Argentina. Se elabora por cuatro periodos sucesivos

c. Pérdida de la inversión

Calcula la inversión en 72.4 millones, por el periodo 1998 al 2008  con el flujo de dividendos actualizados a partir de un negocio reconstituido. Este método consiste en estimar lo que hubieran sido los resultados  de los flujos de tesorería y dividendos de OSM sobre el periodo de la concesión si las autoridades argentinas no hubieran tomado las medias críticas. Calcula los efectos de las revisiones tarifarias, la actualización de los datos de modificación catastral y unta tasa de capitalización y actualización del 12.1% que equivale a la tasa de oportunidad de capital específica aumentado por el riesgo país.

d. Lucro cesante del Operador

Solicita el lucro cesante correspondiente a los cánones del Operador técnico, señalando que desde el 22 de julio de 1998 SAURI tiene derecho a una retribución, neta de impuestos del 3% de la facturación de OSM sin IVA por un periodo de 25 años.

Por el procedimiento But for el valor actual de los cánones alcanza a U$S 35.5 millones de dólares.

XX. PRINCIPIOS APLICABLES A LA DEMANDA INTERNACIONALES 

A. El Convenio del CIADI

Este convenio fue abierto a la firma el 18 de marzo de 1965, entró en vigor el 14 de octubre de 1966; entró en vigor para Argentina el 18 de noviembre de 1994 y se encuentra disponible en http/ www.worldbank.org/icsid/basicdocArtículo 25: 

1. Conformidad de la provincia

El tratado prevé en el mismo artículo:

3) El consentimiento de una subdivisión política u organismo público de un Estado Contratante requerirá la aprobación de dicho Estado, salvo que éste notifique al Centro que tal aprobación no es necesaria.
2. Agotamiento de la vía administrativa

Artículo 26

Salvo estipulación en contrario, el consentimiento de las partes al procedimiento de arbitraje conforme a este Convenio se considerará como consentimiento a dicho arbitraje con exclusión de cualquier otro recurso. 

Un Estado Contratante podrá exigir el agotamiento previo de sus vías administrativas o judiciales, como condición a su consentimiento al arbitraje conforme a este Convenio.

A. El propio Operador y el accionista ha reconocido la jurisdicción de los tribunales ordinarios de la provincia de Mendoza, por lo cual no podría solicitar el arbitraje hasta tanto no terminaran el proceso en la S.C.J. 

De allí que sostengamos la necesidad de respetar la voluntad del que decide acudir a la jurisdicción judicial, antes que a la arbitral por el principio de la autonomía de la voluntad. En el caso particular no se da en lo que en la doctrina se llama “forum non conveniens”, que permiten determinar que el órgano jurisdiccional decline su jurisdicción a un foro alternativo. No hay en el caso defecto o carencia en la justicia de la Corte provincial, ni falta de profesionalismo o exclusividad que exijan la declinación. El temor del inversor extranjero queda en abstracto ante la iniciación de las acciones procesales administrativas.

B. El otro principio internacional fundado pretorianamente en la Unión Europea subsumido en la petición es la de la teoría de la kompetenz- kompetenz, que le otorgan principio de exclusividad al Tribunal arbitral.

Ha dicho Pérez Ragone en “Fundamentos y medios de protección del Derecho a la opción del inversor por la jurisdicción arbitral internacional en un marco de un BIT ( Tratados Bilaterales de Inversión) E.D. 10 de octubre de 2.000, que la doctrina puede ser invocada dentro de sus justos límites para justificar el derecho al acceso al tribunal que goza el inversor ya que el forum no conveniens tiene fundamento solamente cuando haya dudas sobre la justicia ordinaria, su profesionalismo, exclusividad, celeridad, seguridad, eficiencia, etc.

C. Se ha pretendido también separar el negocio jurídico, el contrato de concesión de la inversión.

Azurix y SAURI asumen una actitud objetiva, como si desconocieran que el contrato se encuentra incumplido por parte del Operador.

Esto no será posible pues ha fundado la arbitrariedad en el trato de la inversión, en los incumplimientos contractuales.

D. Pretender incorporar la teoría denominada separability of the arbitratio agreement, pretendiendo que sea evaluado en forma independiente el contrato, de la inversión realizada, sería una contradicción impropia.

Como se verá será el Tribunal arbitral quien decida si esta causa se invoca como puerta de acceso a la justicia arbitral y si debe ser aceptada o no.

Acá conviene agregar que EEUU Y FRANCIA han suscripto la Convención Interamericana contra la Corrupción, que tiene una larga prosapia en el Derecho Norteamericano de la cual proviene ( Agustín Gordillo “Un corte transversal al Derecho Administrativo: la Convención Interamericana contra la Corrupción, L.L. 1 de diciembre de 1997) de donde surge los principios del derecho administrativo supranacional como la publicidad, la equidad, la utilidad en el mantenimiento tarifario, en los costos, pues no es admisible sostener que le asiste el derecho a obtener ganancias sin límites; también debe respetarse la eficiencia que impone una obligación de resultado, en el gasto, en la inversión, etc. la ineficiencia es ilegal.

Debe respetarse además el uso adecuado y preservación de los recursos públicos, la recaudación y control de los ingresos del Estado y no es necesario probar perjuicio patrimonial pues el Operador tiene obligación de mantener una conducta honorable. 

Las obligaciones son de resultado y no de medio.

La opción de jurisdicción está normalmente pautada en el BIT salvo expresa renuncia por el Inversor.

Este es el caso de Mendoza. La operadora y el inversor francés han optado litigar en Mendoza donde han surgido las competencias.

3. Desprendimiento de jurisdicción 

El otro problema que se plantea es si la invocación al Ciadi, implica un “no hacer para los tribunales locales” y si la Corte debe desprenderse de los mismos.

La jurisdicción del Tribunal Arbitral es de competencia exclusiva excluyéndose la justicia de cada uno de los Estados contratantes, consecuentemente toda posibilidad de iniciar una acción en Mendoza.

La única manera de lograr la intervención del Tribunal será con el desistimiento de las acciones por parte de Obras Sanitarias Mendoza, ya que la sociedad anónima había optado por la justicia provincial.

La desconexión de todo control por parte de los tribunales nacionales durante el procedimiento y más aún pronunciado el laudo no es automática. Los tribunales deben coadyuvar con el deber de abstención como una invalorable función de asistencia al libre y autónomo ejercicio de la función arbitral.

4. Litis pendencia 

Otra de las razones por las cuales el arbitraje del Ciadi sería imposible es por la litis pendencia internacional.
� ROSATTI., Horacio D, “las dificultades del régimen arbitral CIADI según la experiencia Argentina,en la obra colectiva “Servicios Públicos”, Regulación, 1er Congreso Nacional, Buenos Aires 2004, pág. 67, habla de la insensibilidad del régimen arbitral internacional para con la Rep. Argentina que se negó a suspender los trámites a partir del proceso de renegociación de contratos de servicios públicos, encarados por el gobierno. Esta incomprensión agregó la estrategia de las empresas prestadoras que jugaban a dos puntas, pus mientras renegociaban sus contratos por el otro demandaban a la Argentina. O´FARRELL.,  Uriel Federico, “El proceso de renegociación de los contratos de servicios públicos y la jurisdicción internacional. La inexistencia de relación entre ambas cuestiones”, en la obra colectiva “Servicios Públicos”, Regulación, 1er Congreso Nacional, Buenos Aires 2004, pág. 373.


� GASPAR ARIÑO ORTIZ., “Responsabilidades del Estado en materia de servicios públicos”, en Estudios de Derecho Administrativo XII, Jornadas sobre Responsabilidad del Estado en Homenaje a Osvaldo Pritz, Mendoza 2005, pág.99. califica como jurídico económica, la responsabilidad del Estado ante los inversores que han puesto dinero para hacer reales las prestaciones en que el servicio consiste. La misma responsabilidad que el Estado adquiere ante los contribuyentes cuando aporta fondos propios a un servicio público, es predicable ante los ahorradores cuando los fondos que se invierten son privados. Deben exigirse las responsabilidades de no malgastar el capital público acumulado en la empresas, que se realiza a través de los mecanismos presupuestarios y fiscales y la segunda, por el incumplimiento de los contratos es exigible ante loa Tribunales Arbítrales Internacionales. En el proceso de renegociación se exige un equilibrio económico de las concesiones, y exigir la responsabilidad del Estado por la seguridad jurídica, que consiste en entender que se hace un buen negocio en invertir en los servicios públicos.


�GORDILLO “Tratado de Derecho Administrativo, Tº 3, El acto administrativo, 5ta Edición, Fundación de Derecho Administrativo, Buenos Aires 2000, pág... IX-23. La arbitrariedad es un vicio del acto administrativo, que se produce cuando se actúa irrazonablemente, o  por que se  prescinden de los hechos probados, que prescinden fundar seria y suficientemente en derecho la decisión adoptada. Se ha incurrido en fundamentación normativa poco seria, ilógicamente motivada con falacias no formales y falacias formales. Las falacias no formales son los razonamientos incorrectos que aparentan ser correctos y que requieren un análisis cuidadoso. Se da en el anquilosado paradigma de un interés sobre otro, denodando al interés público y al bien común como superiores al interés individual o al derecho individual sin más argumentos. Esta falacia equivale a decir que los funcionarios públicos suelen tener razón y los particulares suelen estar equivocados. En realidad los funcionarios son a veces los que están trabajando entre bambalinas o pasillos de poder, ejercitando como marionetas las potestades públicas, obteniendo beneficios ocultos del poder y construyendo fortunas a su sombra. Hay falacias de conclusión inatinente, obteniendo conclusiones que nada tienen que ver con el argumento que se utiliza. Hay otras falacias no formales pues se apela a argumentos oficiales. Se trata de la jactancia de los funcionarios aplicada por algún político local pensando simplemente, idolatrando al poder o se fascinan o deliran al hacerlo. En realidad la falacia es un razonamiento silogístico inválido que lleva a la inexistencia del acto.








